COSTA RICA RECLAMA UN NUEVO PACTO DE CONCORDIA

“Fue en la sesión celebrada por la Junta de Legados de los Pueblos el primero de diciembre (de 1821) en la que los señores de la comisión presentaron el famoso Proyecto del Pacto Social Fundamental Interino de Costa Rica, conocido más generalmente por Pacto de Concordia”

“… Pacto de Concordia, considerado, con muy buenas razones, como nuestra primera Constitución Política”. R. Obregón L.

“La concentración de la riqueza es tanta, tanta la codicia, que hoy unos pocos quieren adueñarse de todo, no resisten que las empresas públicas no sean suyas. Quieren apoderarse de todo y al menor precio posible” Rodrigo Carazo Odio. Expresidente de Costa Rica.

Antecedentes del CDI
El Consejo de Defensa de la Institucionalidad (CDI) se constituyó en abril de 1996 como una respuesta organizada contra los intentos de privatización que se dieron durante la administración Figueres Olsen (1994-1998).
Durante ese período, los sectores proclives al proyecto neoliberal tomaron como caballo de batalla el elevado monto de la deuda interna e instrumentaron una de las campañas más agresivas con el propósito de avanzar hacia distintos esquemas de privatización y apertura de los mercados de telecomunicaciones y energía.
El CDI lo integran diferentes organizaciones y personas comprometidas con la defensa de la institucionalidad costarricense y un Estado que garantice la solidaridad social, la salud y la educación para todos, y los sectores claves de la economía, como el de la energía y de las telecomunicaciones, entre otros, en manos del Estado, como única manera de mejorar, en el futuro, los excelentes resultados logrados hasta ahora.
Durante la administración Figueres Olsen, el CDI combatió en todos los escenarios la idea de la privatización, denunció y desarmó las maniobras que proponían la venta de las instituciones estratégicas como solución al problema de dicha deuda interna.
También el CDI presentó una propuesta para resolver el problema de la deuda interna sin afectar las instituciones del Estado, propuesta de la cual el gobierno tomó algunas iniciativas y que en la actualidad sigue absolutamente vigente.
Sin duda, la participación del CDI coadyuvó al fortalecimiento de una cultura de resistencia nacional contra la imposición del modelo económico neoliberal excluyente.
Con llegada de la administración Rodríguez Echeverría (1998-2002), los sectores neoliberales tomaron un nuevo aire y el CDI debió enfrentar la nueva escalada privatizadora junto con otras fuerzas políticas y sociales.
Durante este período hubo reiterados intentos de privatizar algunas instituciones públicas y para trasladar servicios estratégicos al sector privado; a continuación se describen algunos de ellos:
a) El primer intento fue el conocido proceso de “Concertación Nacional”, que orientó parte de sus esfuerzos a la apertura del estratégico sector de las telecomunicaciones y los seguros.
	Esta sería la primera derrota táctica y la primera advertencia al gobierno de que sus intenciones de privatización no calaban en la mayoría de los sectores sociales del país.
b) El segundo intento arrancó con la intención de modificar a los artículos 188, 189 y 190 de la Constitución Política, que no era otra cosa que una apertura disfrazada de los servicios estratégicos que brinda el Estado, especialmente de las telecomunicaciones.
Esta vez el gobierno sufrió otro revés muy fuerte. Sin embargo, presionado, insistiría en la venta y la privatización de las instituciones del Estado, haciendo caso omiso del sentimiento popular.
c)	Posteriormente, ignorando las señales anteriores, hizo su tercer intento de apertura de las telecomunicaciones por medio del llamado “Combo del ICE”, un proyecto de les que pretendía privatizar el sector de las telecomunicaciones.
Este proyecto generó una respuesta y una movilización popular generalizada en todo el país y significó una gran derrota para el Gobierno y los propulsores de la privatización.
 Las luchas del CDI y de otros sectores sociales contra las arremetidas neoliberales han prevenido a los políticos neoliberales y a los sectores dominantes de que una amplia mayoría de costarricenses no está dispuesta a permitir la destrucción del Estado social de derecho.
El problema nacional
La lucha contra el “Combo” y la salida política mediante la formación de la Comisión Especial Mixta del ICE y el retiro del proyecto “Combo” de la corriente legislativa, significó una victoria contundente de los sectores populares frente al Gobierno, golpeó severamente al bipartidismo y propició una crisis en los sectores que propugnan por la privatización.
Los efectos económicos y políticos acumulados, el descontento ciudadano producto de una política neoliberal agotada y la lucha contra el “Combo” abrieron el espacio a una nueva crisis que actualmente se refleja en un profundo vacío de ideas en los sectores gobernantes y en la mayoría de los partidos políticos.
Desde hace más de dos décadas estos sectores han carecido de respuestas o proyectos nacionales y siguen al pie de la letra un conjunto de medidas económicas “recomendadas” por los organismos financieros internacionales, sin detenerse a pensar en nuestro destino como nación.
De no producirse un cambio la situación el país experimentará mayores sufrimientos, tal y como ha sucedido en otros países de América Latina, e incluso en el propio Estados Unidos.
En la mayoría de los casos, las políticas de globalización económica y de apertura funcionan en una sola vía; es decir, los países pequeños deben abrir sus economías a naciones grandes y poderosas que, de esta manera, logran controlar los flujos financieros, las telecomunicaciones y otras áreas claves de la economía, y el acceso a la mano de obra barata y a los recursos naturales del planeta.
La transformación económica y social que se inició en la década de los 40 definió el perfil de la Costa Rica actual. En la elaboración y construcción de este modelo las clases medias jugaron un papel muy importante, situación que no ha tenido parangón en la región centroamericana.
La sociedad costarricense construyó un patrón de desarrollo a partir de consensos fundamentales entre los diversos sectores sociales sin que ninguno de ellos pudiera apelar a la constricción de las fuerzas armadas, como de alguna u otra forma ha ocurrido en otros países de América Latina.
Desde 1950 hasta 1980 nuestro país logró un crecimiento económico muy elevado y relativamente equilibrado, comparado con las economías emergentes de América en aquel entonces, lo que permitió mejoras en los índices de salud y educación, y en áreas como las de energía y telecomunicaciones.
En este período se construyó una estructura ideológica basada en un modelo de desarrollo con una fuerte injerencia estatal en la distribución de la riqueza y que marcaría en mucho la respuesta de los costarricenses frente a los cambios que se vienen proponiendo al modelo de desarrollo a partir de 1982.
Costa Rica logró altos indicadores de desarrollo humano, producto de una nivelación hacia arriba de los diferentes estratos sociales, que de alguna forma podían escalar en la pirámide social, precisamente por las políticas de desarrollo nacional estimuladas por los programas gubernamentales de entonces.
Sin embargo, la participación del Estado en los programas de desarrollo nacional comenzó a ser cuestionada a partir de la década de los ochenta cuando los organismos financieros internacionales consideraron conveniente esgrimir el argumento de que el modelo de desarrollo de la región estaba agotado.
La crisis de la deuda externa marcó en América Latina el inicio de un dramático proceso de transiciones políticas y económicas orientado hacia el establecimiento y consolidación del control de las empresas transnacionales sobre nuestros recursos económicos, incluyendo el debilitamiento de las instituciones estatales, en un marco de liberalización económica promovida por los organismos financieros internacionales. Su aplicación se inició en Costa Rica en 1982-1983, con la llegada a la Presidencia de la República de Luis Alberto Monge Alvarez, del Partido Liberación Nacional (PLN)
Hacia un proyecto nacional
Nuestro país no es una isla y por lo tanto no estuvo exento de las nuevas corrientes ideológicas imperantes Todo ese conjunto de medidas y de principios –programas de ajuste estructural- también han golpeado a nuestro país. Si bien no lo han hecho con la contundencia con que han golpeado a otros países de América Latina, sí lo han hecho de manera que se percibe ya un estancamiento en los índices de desarrollo humano de Costa Rica.
Estas señales de alarma social reflejan un vacío en cuanto a la conducción del país por los senderos de un modelo económico que favorezca tanto el desarrollo hacia afuera, mediante un crecimiento de las exportaciones, como hacia adentro, por medio del desarrollo y crecimiento del mercado interno, y no basado casi exclusivamente en la importación de capital, que a menudo aporta poco a la economía nacional.
Esto está configurando dos países, uno que representa al sector vinculado con esas empresas y con las reglas de la economía globalizada, y el otro, interno, vinculado a una economía deprimida que no cumple con las expectativas de la mayoría de nuestra sociedad, lo que inexorablemente conducirá a una intensificación de las tensiones sociales, como ya ocurre en otros países latinoamericanos.
Urge entonces un proyecto que coadyuve a una salida airosa a la crisis. Es fundamental hacer un esfuerzo para construir un sistema nacional productivo con industrias potencialmente competitivas dentro del marco del capitalismo globalizado. Esto significa que es necesario reconvertir y desarrollar nuestra economía de acuerdo con una estrategia claramente definida.
No podemos entregar el país y convertirlo en uno más de las periferias marginales, sin proyecto ni estrategia, donde los organismos financieros internacionales deciden su destino y ninguna fuerza local ofrece resistencia alguna.
Rechazamos convertirnos en un sujeto pasivo de la globalización mercantilizada. Es necesario definir un proyecto nacional. Para ello debemos propiciar un nuevo Pacto Social Fundamental o Nuevo Pacto de Concordia que impulse, con la participación de los diferentes sectores sociales, un modelo de desarrollo incluyente, que favorezca a todos sus habitantes y permita a Costa Rica mantenerse como un país en el que priva la solidaridad, la justicia y la paz.
Costa Rica lo merece, su pueblo lo exige. No podemos seguir el camino de un proyecto excluyente, que solo favorece a unos pocos y concentra la riqueza, mientras las grandes mayorías sufren pobreza y exclusión social.
El país que tenemos
Diagnósticos recientes demuestran que el país está desarticulado. El informe sobre el "Estado de la Nación", correspondiente a 1999, es en extremo revelador sobre esta materia y enumera diversas áreas en las que se manifiesta esa desarticulación. En los últimos años, destaca el informe, nuestro desarrollo muestra un panorama de luces y sombras que crean una situación de desconcierto entre su población.
Pese al crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) de un 8%, en 1999, no hubo un aumento en el ingreso nacional disponible, o sea, la riqueza no se distribuyó entre la población. Ese mismo año, el ingreso promedio mensual de las familias fue de ¢92.211 colones, similar al de 1994. Es decir que el notable incremento del PIB no se reflejó en un incremento similar en los ingresos de los hogares.
Esto significa que aunque la producción ha crecido, los mayores beneficios se fueron al exterior. Mientras tanto, la porción de los recursos que permanece en el país se concentra en pocas manos, promoviendo una mayor polarización social.
Impacto en la pobreza
Las políticas neoliberales y de globalización económica han favorecido el crecimiento de la pobreza y la concentración de la riqueza. Esos efectos son reconocidos inclusive por el Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI). Estos organismos han publicado estudios que sugieren revisar algunas de las políticas para atenuar sus consecuencias más nefastas.
Aunque en nuestro país los neoliberales no han encontrado las facilidades para implantar sus políticas con la misma brutalidad de otros países de América Latina, también aquí se observan efectos nocivos.
La pobreza aumentó levemente en 1999, tanto en intensidad (los pobres fueron más pobres que el año anterior), como en severidad (fueron los más pobres los que más se empobrecieron).
En 1999 el número de hogares pobres en Costa Rica representó el 20,6% del total de hogares, aproximadamente 147.351 familias. Como los hogares pobres están integrados por más personas que los hogares menos pobres, el resultado es que casi uno de cada cuatro costarricenses vive por debajo de la línea de pobreza; es decir, no tienen recursos suficientes para costear una canasta básica de bienes y servicios.
De acuerdo con el informe Estado de la Nación, en Costa Rica ha crecido también el índice de vulnerabilidad, o sea, el número de aquellas familias cuyos ingresos se acercan a la línea de la pobreza. En 1999, el porcentaje de hogares vulnerables fue de 31 %, ligeramente superior al registrado el año anterior y similar al de 1991, uno de los más elevados de la década.
La diferencia es que 1991 fue el último año de un período recesivo, mientras que la tasa de crecimiento del país en 1999 fue la más alta de América Latina.
Cualquier descenso en esa tasa puede tener graves efectos, tanto sobre el número de familias bajo la línea de pobreza, como en el aumento de los hogares vulnerables.
Si queremos utilizar adecuadamente el indicador de hogares en pobreza hay que tomar en cuenta la observación del informe referido, en el sentido de que en las encuestas de hogares de 1987 y 1999 hay un promedio de 19,3 % de hogares excluidos, pues sus ingresos familiares no se conocen, lo que significa que la cifra de pobres podría ser mayor.
A esto debemos añadir que, en realidad, con salarios aun muy por encima de los niveles considerados como “de pobreza” se vive en condiciones muy precarias, verdaderamente pobres. Habría que revisar lo que se considera nivel de pobreza, para adoptar cifras más realistas.
Impacto en la equidad
Si bien Costa Rica alcanzó una condición privilegiada en América Latina en lo referente a la distribución del ingreso, esta situación se ha ido revirtiendo en los últimos años.
De acuerdo con el Estado de la Nación, la relación entre el ingreso promedio del quintil de hogares más ricos y el de los hogares más pobres aumentó constantemente en los tres últimos años, pasando de 11,6% a 13,8%. El promedio de la década fue de 12,4%.
El ingreso del decil más rico de la población fue 25 veces mayor que el ingreso del decil más bajo. Entre 1991 y 1998 esa diferencia había sido menor, de 21,9 veces.
Esa información es muy inquietante porque indica con claridad que existe un aumento muy marcado de la inequidad en el país. La importancia de estos índices está en las consecuencias sociales y económicas que revelan y podríamos considerarlos elementos claves para entender lo que está ocurriendo en el país, incluyendo fenómenos como la insatisfacción con el régimen político, la corrupción y el incremento de la violencia.
Dada la importancia que atribuimos al aumento de la inequidad, queremos agregar algunos datos que nos ayuden a comprender lo que está ocurriendo y nos permitan, después, diseñar una propuesta para revertir esa situación:
•	La calidad del empleo generado es deficiente; cerca de un cuarto de la fuerza de trabajo del país está desempleada o subempleada.
•	El ingreso promedio real de los ocupados pasó de 53.245 colones al mes, en 1998, a 54.183 colones, en 1999; aumentó solo 938,00.
•	El empleo total prácticamente no varió entre 1998 y 1999 y si bien los ingresos laborales aumentaron en promedio un 1,8%, los ingresos totales por familia cayeron en términos reales 1,2%. Esto se explica por la caída de otros tipos de ingresos de las familias, como los no laborales, las transferencias o los ingresos de capital.
•	El resultado es que tanto en zonas urbanas como rurales se observa mayores grados de pobreza, especialmente de pobreza extrema. Esta situación se verá agravada en el año 2001, entre otras cosas por las crisis en los sectores cafetalero y bananero, lo que podría generar graves problemas al país.
Por otra parte, la inversión social en el país no es la que se estimaba. La revisión de la metodología para el cálculo de las cuentas nacionales, realizado a fines de la administración Figueres, reveló que en 1999 la inversión social no representaba un 20% del PIB, como se decía, sino un 16,5%, aunque creció como proporción del gasto público a lo largo de la década de los noventa.
Impacto en el desarrollo
Uno de los asuntos fundamentales para el bienestar de un país es su estrategia de desarrollo. Sobre esto hay dos posiciones: los que pretenden promoverla mediante una indiscriminada inversión extranjera que se refleja poco en la generación de empleo y en la cadena de valor agregado y, a la larga, tiene un efecto distorsionante sobre la economía nacional; y los que propugnan por un fortalecimiento del mercado nacional, tomando en cuenta una inversión extranjera que favorezca nuestro desarrollo y ayude el país a activar su economía interna.
La inversión extranjera en la industria de maquiladora o ensamblaje tiene efectos negativos que ya se reflejan en nuestra economía.
El notable crecimiento del PIB y de las exportaciones, el año pasado, estuvo estrechamente relacionado con la producción de las fábricas de INTEL en nuestro país.
Las exportaciones de INTEL representaron cerca de un tercio del total de las exportaciones del país, y su escaso valor agregado nacional hacen que el PIB pierda importancia como instrumento de medición y de análisis.
Esto ha hecho necesario renovar el vocabulario económico, desenterrando conceptos de poco uso en nuestra economía, como el de "Ingreso Nacional Bruto” (INB), para analizar el desempeño de la economía nacional sin INTEL y sin empresas extranjeras, o sea, considerando solo lo que se puede llamar producción nacional.
La diferencia es importante para entender lo que está pasando con la economía nacional. Si el PIB creció poco más de 8% el año pasado, el INB lo hizo solo un 0,8%, lo que revela el poco dinamismo de las empresas nacionales, mientras aquellas de capital extranjero que operan bajo el régimen de zonas francas, produciendo para el exterior, se benefician de exoneraciones y aportan poco a la difusión de la riqueza en el país.
Al contrario de lo que se puede pensar, las inversiones de capital extranjero pueden transformarse en un mecanismo que no contribuye al crecimiento de nuestros ingresos por divisas. En realidad, la participación de INTEL en la economía nacional ha contribuido a convertir a nuestro país en un exportador de capital, pues estas empresas finalmente exportan las ganancias obtenidas con sus ventas en el exterior.
La transferencia neta de capitales mostró en Costa Rica un saldo favorable durante casi toda la década de los noventas. En 1998 ese saldo fue excepcionalmente favorable, de 276 millones de dólares, gracias sobre todo a las inversiones de INTEL.
Pero ese saldo positivo se transformó abruptamente en un déficit de casi 970 millones de dólares en 1999, si se toman en cuenta solo los capitales de largo plazo. Si se incluyen en la cuenta los movimientos de capitales de corto plazo, resulta que en 1998 Costa Rica exportó 74 millones de dólares, mientras que, en 1999, esa cifra ascendió a 572 millones de dólares.
De esta manera, Costa Rica se transformó en el país latinoamericano con la relación más alta de América Latina entre las utilidades pagadas y las exportaciones de bienes y servicios.
Esa tasa pasó de 5,3% en 1998, a 13,2% en 1999, multiplicándose 2,5 veces en solo un año. Esto nos muestra los efectos de un modelo de desarrollo que está contribuyendo a acentuar las tensiones, consolidando una economía dual, con enormes y crecientes disparidades entre sectores sociales y regiones del país.
Una de las caras de esa economía está vinculada al mercado externo y a las exportaciones; mientras que la otra sigue amarrada a un mercado local deprimido, sin perspectiva de que el canto de sirena de la exportación permita generar suficiente riqueza, ni mecanismos razonables de redistribución.
La consecuencia de este proceso es la concentración de la riqueza y la profundización de la pobreza, lo que se evidencia en el deterioro de la calidad del empleo, la reducción de los salarios y una mayor polarización social.
El mercado interno
Tal y como se explicó antes, apostarle exclusivamente a la inversión extranjera como estrategia de desarrollo tiene graves consecuencias para el mercado interno, en especial para la industria nacional y para algunos sectores agrícolas.
En el sector industrial, cerca de 95% de las 4.895 empresas que lo conforman pueden ser consideradas medianas (con menos de 100 empleados), o pequeñas y destinan su producción fundamentalmente al mercado local.
Lo mismo ocurre con unas 250 mil micro y pequeñas empresas, formales y no formales, que dan empleo a más de medio millón de trabajadores, lo que significa un 42% del empleo total en el país.
Según la Cámara de Industrias hay en el país unas 6.500 empresas informales, de escasa productividad. El crecimiento de este tipo de empresas, la expulsión de los trabajadores del sector formal al informal, con todas las consecuencias negativas que eso conlleva, coincide con la profundización de la apertura comercial.
Por otra parte, la economía costarricense es una economía cada vez más abierta, dependiente del comercio exterior. En 1990, solo 19% de la producción industrial se exportaba. Esa cifra pasó a 40% en 1999. Sin embargo, solo 8% de las pequeñas y medianas industrias han logrado exportar.
El 70% del crecimiento del PIB lo aportaron empresas que operan en las zonas francas, y estas están muy desvinculadas del resto de la economía nacional.
Hay que destacar también la reducción del ahorro interno a los niveles más bajos de la década, con una caída de 1,4%, en 1999, con respecto a 1998. El ahorro nacional representó ese año apenas 9% del ingreso nacional, una cifra que debería estar más bien cercana al 20%, si queremos garantizarnos un desarrollo sostenido.
El panorama es entonces el de un mercado interno estancado, una inmensa mayoría de las empresas desvinculadas del sector externo, al que se vincula solamente un pequeño, pero muy selecto, grupo de empresas, en su mayoría de capital extranjero e instaladas en zonas francas o bajo otros regímenes de promoción.
Déficit y deuda
El déficit fiscal y la deuda pública, sobre todo la interna, son dos de las principales preocupaciones del gobierno y su desempeño debe ser, sin duda, seguido con atención por los costarricenses.
Pero todas esas cifras deben ser vistas en perspectiva, en su relación con el PIB. Como se sabe, la revisión de las cuentas nacionales reveló que el PIB estaba subestimado. Al hacerse las correcciones debidas, tanto el déficit fiscal, como el déficit de la balanza de pagos y la carga tributaria, se han reducido como porcentaje del PIB.
El déficit del gobierno central mantuvo, en 1999, un comportamiento similar en relación con los años anteriores, de alrededor de tres por ciento del PIB, pero debemos destacar que el resultado del sector público no financiero, que tradicionalmente había sido superavitario, solo creció un 0.7% ese mismo año.
Instituciones del sector, como el ICE, el año pasado tuvieron un pequeño déficit, causado por la ejecución del proyecto de Angostura; por el pago, por primera vez, del impuesto sobre la renta; por la condonación de deudas al gobierno central y por la reducción en el cobro del factor térmico, entre otros factores. Nada de esto sería posible con la energía y las telecomunicaciones privatizadas.
La deuda interna es uno de los desequilibrios más preocupantes, pues subió a 25% del PIB, casi seis puntos por encima del promedio de los últimos ocho años, entre otras cosas debido a la decisión del Gobierno de asumir violentamente la deuda cuasifiscal del Banco Central.
Para reducir esa deuda, el Gobierno colocó 300 millones de dólares en bonos el mercado internacional y los recursos así obtenidos fueron aplicados a la amortización de la deuda interna. Además, cerca de 20 mil millones de colones en títulos de la deuda, en poder de instituciones públicas, fueron entregados al Ministerio de Hacienda. Los principales contribuyentes fueron el Instituto Nacional de Seguros (INS), con 7.500 millones de colones; el ICE, con 4.000 millones; y el Instituto Costarricense de Turismo (ICT), con 3.421 millones, lo que muestra, una vez más, la importancia estratégica de estas empresas estatales.
Sobre la carga tributaria prevaleciente en el país hay que destacar que es equivalente a solo 12,4% del PIB, muy inferior al 16,2% estimado antes de la revisión de las cuentas nacionales y, desde luego, muy inferior a lo que debería ser, si el país pretende contar con recursos propios para su desarrollo.
 Hay que llamar la atención, además, sobre los "escudos fiscales", mecanismos utilizados ampliamente por las principales empresas para reducir el monto de sus impuestos. Uno de esos mecanismos es el uso de las “off shore” de los bancos privados instalados en el país, lo que les permite obtener préstamos en el exterior y rebajar los impuestos que se pagan en el país.
Una visión de la globalización
Uno de los aspectos más característicos de la globalización es la apertura de mercados, mecanismo que han utilizado las principales empresas transnacionales para consolidar su posición en el mercado mundial.
El actual proceso de globalización está regido por unas 63 mil empresas transnacionales cuyas casas matrices están principalmente en los países desarrollados.
Este proceso impone una lógica mediante la cual cada país en desarrollo compite por ofrecer mejores condiciones para la inversión de capitales transnacionales, en menoscabo de las necesidades de sus propios habitantes.
A manera de ejemplo, la empresa INTEL disfruta de una tarifa eléctrica exclusiva, junto con otras tres empresas del país, mucho más barata que la de los hogares más pobres del país, además de otras muchas exoneraciones fiscales.
Hay quienes han planteado que la alternativa para Costa Rica es atraer varias empresas como INTEL, para lo cual deberíamos educar nuestra mano de obra, privatizar nuestros servicios públicos, reducir los aranceles y mantener salarios moderados.
El fenómeno generado por INTEL ha sido comparado también con el efecto producido por el desarrollo cafetalero a principios de siglo. La diferencia es que el desarrollo cafetalero beneficiaba a los costarricenses y los excedentes permanecían en el país.
Por el contrario, INTEL no es propiedad de costarricenses, y las condiciones favorables que le damos aquí benefician principalmente a sus accionistas, radicados en el exterior.
Es indispensable hacer un balance detallado de lo que nos deja este tipo de inversiones; no necesariamente para oponerse a ellas, sino para poder medir con más exactitud las ventajas que nos dejan y lo que debemos pagar para que operen en el país.
El país se enfrenta a una visión de la globalización que pareciera no dejarle opciones de desarrollo económico. La tendencia ha sido abrir la economía y reducir o eliminar los aranceles, bajo el argumento de que así se incrementa la competencia y, con ella, la eficiencia de nuestros productores, lo que se traduce en precios más bajos para nuestros consumidores.
Pero esa política de atracción de inversiones amenaza con desarticular nuestra economía interna.
La apertura ha significado una reducción de los ingresos fiscales y facilitado a un grupo cada vez más reducido el control del mercado, sin que ello signifique un beneficio real para la mayoría de los costarricenses. El sector agrícola del país es quizás el que ha pagado el mayor precio por esta política, arrastrando a la miseria a miles de productores nacionales.
Un modelo distinto
Pero el desafío del país es otro. Para aprovechar mejor esa globalización, Costa Rica tiene que aprender la lección de esas 63 mil transnacionales que dominan el mercado mundial.
Se trata de ir a buscar la posibilidad de competir no solo con la exportación de nuestros productos, sino con la participación de empresas nacionales en los mercados internacionales.
En Costa Rica son muy pocas las empresas que pueden invertir en el exterior y la mayoría de ellas pertenecen a grupos familiares o a un solo propietario.
Lo que queremos proponer a los costarricenses es el desarrollo de una estructura productiva basada en cuatro grandes estamentos:
•	Un sector de empresas predominantemente con capital extranjero, que se rija por un estatuto de inversiones extranjeras, donde se fijen reglas de juego razonables, incluyendo el pago de impuestos en el país.
•	Un sector de empresas pequeñas y medianas, estimulado de manera que se promueva la creación de conglomerados de empresas orientadas a la exportación de sus productos y su vinculación con empresas extranjeras que exportan desde nuestro país.
•	El apoyo al sector campesino, que estimule la industrialización y la comercialización de sus productos en el mercado nacional y extranjero.
•	La incursión de entidades públicas en los mercados internacionales.
	
En este último caso en vez de vender o abrir a la competencia privada las empresas estatales, debemos contribuir a su modernización y consolidación para que puedan competir en el mercado internacional.
El ICE, el INS, RECOPE, la banca estatal y las universidades públicas podrían transformarse en entidades públicas nacionales que puedan operar en el exterior; generando recursos que ya no se pueden conseguir en otras fuentes.
El desarrollo de este tipo de estructura productiva requiere una discusión nacional sobre el modelo de desarrollo que queremos; un esfuerzo de unidad entre todos los sectores; un trabajo serio de ordenamiento de las leyes en función de los nuevos desafíos, un verdadero Pacto de Concordia.
La privatización y apertura de las empresas públicas no garantiza la promoción de la competencia, la eficiencia y la reducción de las tarifas como argumentan sus propulsores.
Como ya se ha observado en otros países, en áreas como las telecomunicaciones, la energía, los seguros, la banca y la educación universitaria, el mercado tiende la concentración.
La experiencia en América Latina muestra que la privatización de servicios básicos no ha significado un servicio más eficiente, ni más barato que el que tenemos en Costa Rica.
Nos parece inconveniente entregar estos sectores a capitales privados, sean foráneos o nacionales, ya que ello afectaría no sólo a los consumidores, sino también a la inmensa mayoría de nuestros productores agrícolas e industriales. El desafío es ponerlas a producir para el país, de manera eficiente, y no renunciar a ese esfuerzo, como si fuéramos incapaces de desarrollar para nuestros nietos lo que nos heredaron nuestros abuelos.
No todo está mal
Costa Rica atraviesa un período de desconcierto, se ha transformado en un país "retraído" que no tiene claro el rumbo a seguir. La senda impuesta desde afuera no ha logrado los resultados anunciados, pero, afortunadamente, tampoco ha podido llegar tan lejos como en otros países.
Costa Rica mantiene índices altos en desarrollo humano, una elevada expectativa de vida, una baja mortalidad infantil y niveles relativamente altos de escolaridad.
Actualmente el mayor desafío es volver a encontrar ese rumbo original y abandonar de una vez por todas la falaz presunción de que algún día, mediante un proceso de concentración de la riqueza, esta terminará por “derramarse” a los más pobres. Como se ha dicho con perspicacia, en ese proceso el dueño del balde conseguirá siempre uno más grande, para evitar que algo se rebalse.
Nuestra propuesta
El primer desafío de los costarricenses es encontrar un modelo de desarrollo que genere confianza en el país. Después de las extraordinarias jornadas de lucha contra "Combo", de marzo y abril del 2000, tenemos una mejor idea de los intereses, de la inteligencia y de la disposición de lucha de los costarricenses.
Desde nuestra perspectiva, existe la necesidad de retomar una estrategia nacional de desarrollo que rescate el principio de la solidaridad y garantice a los trabajadores salud y educación para ellos y sus hijos y una pensión justa cuando lleguen a la edad de dejar el trabajo.
Existe en el país un consenso bastante generalizado en torno a la idea de un "estado solidario". Este concepto se expresa claramente en el área de la salud.
El modelo de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) se basa en el aporte proporcional a los ingresos de cada uno, mientras que la atención se brinda de acuerdo con la necesidad de los asegurados.
Actualmente este sistema está bajo un fuerte ataque, orientado a la privatización de los servicios y la creación de un sistema privado para atender a los sectores de mayores recursos.
Si seguimos por ese camino, la CCSS terminará por transformarse en algo similar a lo que existe en otros países del área, totalmente ineficiente e incapaz de solventar las necesidades de los costarricenses.
Es necesario detener este proceso para asegurarle una atención médica adecuada a todos los costarricenses y rescatar la filosofía original de solidaridad que se ha venido perdiendo.
Otro de los sectores que está siendo severamente golpeado es la educación. Debe fortalecerse el sistema educativo público, elevar el grado de escolaridad y la exigencia para crear generaciones académicamente más preparadas. Debemos recordar que el camino al desarrollo pasa inexorablemente por el tamiz de una educación cada vez más alto nivel, desde el preescolar hasta la universidad.
Se hace impostergable la regulación de la educación privada, no para reducirla, sino para enmarcarla dentro de una estrategia nacional orientada a formar mejores ciudadanos, pero, sobre todo, una revisión de la educación pública, para ponerla al nivel de las exigencias de hoy.
Los recursos para estas iniciativas tienen que venir principalmente de nuestros propios ahorros, de una revisión de la carga impositiva; de los regímenes de exoneraciones; de los “escudos fiscales; y de una readecuación de nuestras instituciones públicas.
Como ya lo señalamos, el desafío es transformar esas instituciones para que puedan enfrentar con éxito las oportunidades de la globalización. Se trata de que las instituciones públicas estratégicas como el ICE, el INS, RECOPE, la Banca y la misma CCSS, puedan salir a competir en el mercado internacional ofreciendo sus servicios, transformándose en instituciones públicas capaces de financiar los proyectos de desarrollo que el país necesita. Diversas empresas públicas de otros países compiten en el exterior y lo hacen con mucho éxito.
Medidas específicas
Junto a este esfuerzo político de solidaridad, de consolidación y modernización del sector público, el país también requiere medidas urgentes en otros sectores económicos.
El sector agropecuario, a pesar su cada vez menor participación en el PIB sigue siendo una de las principales actividades generadoras de empleo. La política en este campo no debe propiciar la apertura que permita el ingreso indiscriminado de productos básicos bajo el pretexto de reducir los costos al consumidor.
Deberíamos seguir las políticas aplicadas en los países desarrollados en apoyo a sus productores agrícolas, los cuales reciben financiamiento adecuado, garantías crediticias, promoción de pequeñas y medianas empresas, desarrollo tecnológico e investigación de mercado, entre otras ventajas.
Esto no significa, sin embargo, una protección desmedida y a cualquier costo a los productores nacionales. Por el contrario, significa la promoción de tecnologías modernas, financiamiento adecuado y una campaña de educación de que le explique a los costarricenses la importancia de asegurar la producción nacional.
Eso es indispensable para la reactivación del mercado interno; un proceso que beneficiaría a todos los sectores de la economía nacional y que contribuiría a fortalecer la política de solidaridad que proponemos.
En cuanto al sector industrial, deben ponerse en marcha medidas que favorezcan la reactivación del mercado interno. Este sector se ha transformado en el principal exportador del país, pero aquí también se vive un proceso de exclusión. Como lo señalan informes de la propia Cámara de Industrias, el 95% de las empresas del sector son medianas y pequeñas y destinan su producción fundamentalmente al mercado local. Esas empresas no pueden crecer si no se activa la demanda interna y si no se les estimula con programas adecuados.
El sector industrial se verá beneficiado también por la mejoría de la infraestructura y los servicios, como parte de las reformas que deberán hacerse en este campo.
Por otra parte, debe revisarse el régimen tributario. Esa carga tributaria deberá aumentar paulatinamente, dentro del mismo espíritu de solidaridad que hemos propuesto como política nacional.
Es necesario revisar las diversas medidas utilizadas como "escudo fiscal", los cuales funcionan con mayor “eficiencia” a medida en que las empresas que las utilizan son de mayor envergadura.
La nueva estrategia debe atender con prontitud la deuda pública, en particular la interna. Esa sigue siendo un tema de preocupación, pero hasta ahora solo ha servido como pretexto para promover la venta de activos estatales.
Hay quienes utilizan el argumento de que, si saldáramos la deuda, o parte de ella, dispondríamos de más recursos para financiar escuelas y hospitales. Lo que no dicen quienes así argumentan es de dónde hubiésemos sacado los recursos para construir las carreteras, los muelles, las plantas hidroeléctricas, las escuelas y hospitales que tenemos si no nos hubiésemos endeudado.
El CDI propone las siguientes medidas para reducir el servicio de la deuda interna:
•	Separar la venta de activos públicos de la discusión sobre la reducción deuda interna.
•	Diseñar una política macroeconómica que contribuya a la estabilidad de los precios y un crecimiento del PIB no menor al 6% anual.
•	Fijar el gasto social en alrededor de un 20% del PIB y aumentar los ingresos fiscales a un 16% del PIB. Con ello el déficit fiscal se reduciría y con esto también la presión sobre el mercado financiero.
•	Establecer una Comisión Nacional, con participación de diversos sectores sociales, que tenga como objetivo analizar los principales programas públicos y sugerir recomendaciones para mejorar su eficiencia.
•	Establecer una Comisión Nacional para “informatizar” todos los servicios públicos, de manera que los sectores privados y las personas pueden resultar beneficiadas por los avances tecnológicos. Se espera que esto genere mayor eficiencia y menos gastos operativos.
Finalmente, queremos referirnos a un problema que preocupa a todos y es, en gran medida, consecuencia del deterioro de la situación social del país.
Todas las encuestas demuestran que uno de los problemas que más afectan a la población, urbana y rural, es la inseguridad ciudadana. Estudios recientes muestran que Costa Rica ocupa el segundo lugar en Latinoamérica, superado solo por Venezuela, en lo que se refiere a la percepción de inseguridad por parte de la población. Las estadísticas también demuestran crecimientos peligrosos y alarmantes en ciertos tipos de delitos, principalmente contra la propiedad, los cuales tienen una relación directa con la pobreza y el deterioro de la situación socio-económica.
Por otro lado, los delitos de cuello blanco siguen gozando de una impunidad casi total. Al aumento de estos hay que agregar una pérdida de credibilidad casi total en la policía y en el sistema político, al punto de que solo uno de cada ocho delitos que se cometen es denunciado.
Alarmante es también el aumento de los suicidios y los accidentes de tránsito. La mayoría de los analistas coinciden en que los 125.000 jóvenes que no trabajan ni estudian son una verdadera bomba de tiempo que ya comenzó a explotar, como lo demuestra la explosión social acaecida en Pavas recientemente.
Nos parece que sería útil generar un consenso entre los partidos políticos y los ciudadanos alrededor de una doctrina de seguridad ciudadana que responda a las necesidades objetivas del país y que se enmarque dentro de las tradiciones socio-culturales y humanistas de Costa Rica.
